Sentencia tutela 2ª Instancia N° 111
Radicación: 66001310900420200004101
Accionante: Álvaro Hernán Giraldo R
Confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA SALUD / TEMERIDAD / ELEMENTOS / EXCEPCIONES / ESTADO DE IGNORANCIA DEL ACCIONANTE / TUTELA DEBE DECLARARSE IMPROCEDENTE.
Sobre la inexistencia de temeridad en la acción de tutela la Corte Constitucional en sentencia T-526 de 2008 sostuvo:

“[…] La Corte ha señalado que para la configuración de una actuación temeraria deben presentarse los siguientes elementos: (i) Identidad de partes; (ii) identidad de causa petendi; (iii) identidad de objeto; (iv) sin motivo expresamente justificado, evento en el cual es procedente rechazar o decidir desfavorablemente la solicitud o declarar la improcedencia de la acción e imponer las sanciones correspondientes.   

“No obstante lo anterior, esta Corporación  también ha manifestado, que  a pesar de confluir los elementos de identidad de partes, de causa pretendi y de objeto en acciones de tutela,  no se configuraría la temeridad si se deriva de las siguientes situaciones: (i) las condiciones del actor que lo coloca en estado de ignorancia o de especial vulnerabilidad o indefensión en que actúa por miedo insuperable o la necesidad extrema de defender sus derechos…”
… aunque en principio podría concluirse que existe en verdad una acción temeraria, razón le asistió a la funcionaria de primer nivel cuando advirtió que en este asunto el señor Álvaro Giraldo actuó bajo ignorancia. Y es posible determinarlo así, por cuanto el mismo actor indicó que lo que requiere en esta oportunidad es que el medicamento se entregue de manera oportuna mediante una orden de “tratamiento integral”; por tanto, no se vislumbra ningún engaño a la Administración de Justicia como quiera que el mismo accionante en la impugnación reconoció que acudió a esta acción de tutela porque no ha logrado un servicio adecuado a través de los incidentes de desacato que ha presentado ante el Juez de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples. (…)
… independientemente de la buena o mala fe en que se obró, hay lugar a declarar la improcedencia la acción de tutela toda vez que la protección que reclama el actor ya fue objeto de análisis por parte del Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples como juez de tutela, y la decisión que en su momento se adoptó ya se encuentra debidamente ejecutoriada…
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintitrés (23) de julio de dos mil veinte (2020)
                                                                   Acta de Aprobación No 547
                                                   Hora: 1:00 p.m.
1.- VISTOS

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor ÁLVARO HERMÁN GIRALDO RESTREPO, frente al fallo proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada contra la EPS SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD -en adelante EPS SOS- y la SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD -en adelante SUPERSALUD-.
2.- SOLICITUD 
Lo narrado en el escrito de tutela por el accionante se puede concretar así: (i) se encuentra afiliado en la EPS SOS en calidad de cotizante, y los servicios médicos los recibe por intermedio de la IPS COMFAMILIAR; (ii) presenta un diagnóstico de síndrome de Klinefelter, y para su tratamiento le formularon el medicamento “UNDECANOATO DE TESTOSTERONA 1000 mg, cada tres meses”; (iii)  los médicos tratantes le han informado que el tratamiento no puede ser suspendido, toda vez que se agravan los síntomas de la enfermedad; sin embargo, desde el mes de febrero de 2020 la entidad no le suministra el medicamento; (iv) ante la renuencia de la EPS SOS para entregárselo, en marzo 03 de 2020 elevó queja ante la SUPERSALUD, pero a la fecha no ha recibido ninguna respuesta, y nuevamente elevó queja en abril 13; (v) se ha visto obligado a efectuar préstamos de dinero con terceros para poder adquirir la medicina; (vi) en mayo 16 del año que avanza recibió respuesta por parte de la firma EVEDISA -entidad a cargo de la entrega de los medicamentos-, pero en nada resuelve su solitud; (vii) para contar con el medicamento decidió hacer un nuevo préstamo, situación que genera una afectación a su mínimo vital, incluso cuando sus ingresos económicos se han visto reducidos por la Emergencia Sanitaria derivada de la pandemia.

Pidió la protección de sus derechos fundamentales a la salud en conexidad con la vida digna, mínimo vital, y en consecuencia se ordene: (i) a la SUPERSALUD investigar y sancionar a la EPS SOS ante la renuencia de entregar el medicamento; (ii) a la EPS SOS entregar el medicamento “UNDECANOATO DE TESTOSTERONA ampollas x 1000”; (iii) garantizar un tratamiento integral; (iv) entregar los implementos como jeringa, algodón y alcohol para que un profesional en inyectología le aplique el medicamento; y (v) el reintegro de la suma dinero que ha asumido para comprar el medicamento.

3.- TRÁMITE Y FALLO 
3.1.- El despacho de primer nivel, una vez admitió la tutela dispuso correr traslado a la EPS SOS y a la SUPERSALUD, y vinculó oficiosamente a EVE Distribuciones S.AS –EVEDISA-, las cuales se pronunciaron así:

- La apoderada judicial de la EPS SOS solicitó se declare improcedente la acción de tutela, y al efecto argumentó:

El medicamento UNDECANOATO DE TESTOSTERONA 1000 mg lo prescribió el especialista en endocrinología en el año 2018, motivo por el cual llamaron al accionante para que aportara una fórmula médica más actualizada, pero refirió que no cuenta con ella, con el argumento que por tratarse de un medicamento de uso permanente no requería renovación de la formula médica. Por tal motivo le explicaron al paciente que debe tener valoración por la especialidad en endocrinología para que se realice la respectiva prescripción. Por lo anterior, le programaron consulta en mayo 28 de 2020 por tele consulta. El medicamento solicitado es de acceso directo con el prestador EVEDISA y se encuentra disponible en el dispensario.

En cuanto a la solicitud de alcohol y algodón, estos insumos no cuentan con orden médica, ni la atención domiciliaria para la administración de medicamentos ambulatorios; no obstante, al paciente se le garantiza la administración de medicamentos ambulatorios -servicio de inyectología- en la IPS primaria en el servicio de consulta externa en el momento que él lo solicite.
Al paciente le han brindado la atención integral respecto a la patología “hipogonadismo”, acorde con las prescripciones médicas vigentes.

Respecto al reembolso de sumas de dinero, se trata de una situación que no compromete al Servicio Occidental de Salud ya que no hay negligencia frente al suministro del medicamento solicitado por el usuario, por cuanto el señor GIRALDO no cuenta con una orden médica vigente.
- EVEDISA por intermedio de su apoderada especial pidió que se declare la carencia de legitimación en la causa por pasiva frente a la pretensión del accionante, e informó que el paciente no cuenta con ningún pendiente por parte de la entidad, y no hay registro de la radicación de una fórmula del medicamento “undecanoato de testosterona 1000 mg”.
El accionante aportó una fórmula médica de junio 18 de 2019 que no contiene vigencia determinada y por ende debe ser actualizada por la EPS, y de esa manera el usuario podrá presentarla ante el dispensario para la entrega correspondiente.

- El Procurador 290 Judicial I Penal emitió concepto por medio del cual planteó la seria probabilidad de que en este asunto exista una acción temeraria, lo que obligaría al rechazo o improcedencia del nuevo amparo deprecado, incluso con la imposición de eventuales sanciones.

En efecto, ante el Juzgado Segundo Municipal de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de Pereira con radicado 66001418900220180112700, aparece el registro de un proceso en el que las partes son el hoy accionante y la EPS Comfamiliar. Ante los Juzgados Segundo y Tercero Civil del Circuito de Pereira aparecen sendas anotaciones en relación con un incidente de desacato, y se registra como accionada la EPS SOS.

Por tanto, es importante que se constate si se trata de los mismos hechos, partes y pretensiones planteados en esta acción de tutela, y en caso de que se descarte el doble ejercicio de la acción de tutela, se ordene a la EPS SOS hacer entrega del medicamento que requiere el paciente, y los demás elementos que pide, por cuanto no es una petición caprichosa del accionante sino una solicitud ajustada a las condiciones de un paciente de especial protección; sin embargo, lo que sí resulta improcedente es ordenar el reintegro o reembolso de dinero.

3.3.- La funcionaria a quo ordenó requerir al Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de la ciudad con el fin de que aportara copia de la sentencia proferida dentro de la acción de tutela promovida por el señor ÁLVARO GIRALDO contra la EPS SOS y COMFAMILIAR, radicado 660014189002201801127.

3.4.- El mencionado juzgado aportó copia de la sentencia de fecha noviembre 01 de 2018, la cual en su parte resolutiva expresa: “TUTELAR los derechos fundamentales a la SALUD Y DERECHO DE PETICIÓN de que es titular el señor ÁLVARO HERNÁN GIRALDO RESTREPO, vulnerados por SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD SOS EPS, por lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. En consecuencia, se ordena a SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD SOS EPS, a través de su Representante legal, o quien haga sus veces, que en el término improrrogable de seis (6) días siguientes a la notificación del presente fallo, i. SUMINISTRE EL MEDICAMENTO UNDECONONATO DE TESTOSTERONA AMPOLLAS X 100 –aplicar una ampolla intramuscular cada 3 meses-, ordenado por su médico tratante, y sin que haya lugar a dilación alguna, la cual deberá ser suministrada hasta que su médico tratante lo determine es decir deberá prescindir de formula médica […]”
3.5.- Agotado el trámite a seguir, en fallo de junio 08 de 2020 y dentro del término constitucional, la a quo declaró improcedente el amparo constitucional de los derechos fundamentales deprecados por el actor en lo que se relaciona con el medicamento “Undecanoato de testosterona 1000 mg”, por cuanto el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples ya se había pronunciado respecto a los mimos hechos, pretensiones y frente a las mismas partes. No obstante, consideró que aunque en principio se podría concluir que existe una acción temeraria, se percibe que el accionante actuó evidentemente bajo ignorancia, como quiera que debió acudir al trámite incidental por desacato ante el juzgado que tuteló sus derechos fundamentales.
Igualmente negó el suministro de insumos -alcohol y algodón-, así como el servicio de inyectología domiciliaria, toda vez que para esos servicios médicos no existe fórmula médica.
Por demás, negó el tratamiento integral como quiera que no existe soporte alguno que permita concluir que la EPS SOS ha negado algún servicio de salud que dé lugar a inferir la necesidad de imponer dicha cobertura, y lo que se vislumbra en el presente caso es la demora en la prestación de un servicio.

Declaró improcedente la acción de tutela para ordenar el reembolso del dinero sufragado por la compra del medicamento, así como de los intereses generados de los préstamos que el accionante reclama en este mecanismo constitucional, por cuanto existe otro medio de defensa judicial para reclamar dicho reintegro, y además el actor no demostró por qué el otro medio no es eficaz e idóneo.

Por último y frente a la pretensión expresa que se ordene a la SUPERSALUD investigar y sancionar a la EPS SOS por la renuencia en entregar el medicamento, consideró que si bien existen mensajes relacionados con la queja incoada contra la EPS, no se evidencia solicitud alguna en términos de derechos de petición o dilación injustificada, por lo que no se existe vulneración de derechos fundamentales tales como el de petición o debido proceso administrativo; no obstante, exhortó a la SUPERSALUD para que informe el estado actual de la actuación y el avance que ha tenido la queja presentada por el actor.
4.- IMPUGNACIÓN

El accionante fue notificado de la providencia adoptada, y presentó un escrito en el cual manifestó:

Si bien es cierto presentó en el año 2018 acción constitucional para que se ordenara a la EPS SOS la entrega del total de ampolletas del medicamento “Undecanoato de testosterona ampollas x 1000”, también es cierto que la acción de tutela no concedió un tratamiento integral, y ahora la EPS SOS hace caso omiso para entregar el medicamento.

En noviembre de 2018 interpuso un incidente de desacato, y para el mes de diciembre del mismo año, de manera tardía, la EPS le entregó solo una ampolla del medicamento con la promesa que en el mes de abril de 2019 le entregaría la segunda ampolleta, pero no fue así.

Por lo anterior, y ante los fuertes, irresistibles e interminables dolores en su cuerpo, y con el fin de evitar que su salud emporara, buscó un préstamo con un tercero para tener que comprar el medicamento que le había prometido entregar la EPS SOS. 

Le solicitó a la EPS SOS el reembolso del dinero, pero no lo reintegraron, y si bien en julio de 2019 le entragaron el medicamento, no le reembolsaron el dinero.

La acción de tutela del año 2018 ya cumplió su objetivo, y por el contrario ahora se trata de nuevos hechos por cuanto no han entregado el medicamento en la periodicidad que lo debe hacer, es decir, cada tres meses.

Solicita se conmine a la EPS SOS para que brinde el tratamiento integral con el fin de que el medicamento se le entregue en tiempo oportuno, y se requiera a la SUPERSALUD para que cumpla con su objeto principal, nada diferente a vigilar y constatar que la EPS SOS cumpla con la atención integral de salud y el suministro oportuno y continuo del medicamento que requiere.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo dictado por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto declaró improcedente la acción de tutela por configurarse cosa juzgada constitucional. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la acción de tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales al  resultar vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la condicionó a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial
, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, como así lo ha decantado la Corte Constitucional
.

Uno de los motivos de inconformidad del accionante, radica en la declaratoria de improcedencia de la acción de tutela por parte del Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira frente a la posibilidad de que se ordene a la EPS SOS entregar del medicamento “undecanoato de testosterona”, por cuanto ya existe un pronunciamiento de otro juez constitucional. 
Asevera el actor, que en esta oportunidad se trata de hechos nuevos y que es importante que se ordene la cobertura integral para que la EPS entregue el medicamento en tiempo oportuno. 
En ese orden de ideas, la Sala analizará primero la existencia o no de una acción temeraria, luego se estudiará si en efecto existe cosa juzgada constitucional, y posteriormente si hay lugar a ordenar el tratamiento integral en las condiciones en que lo pide el actor.

Sobre la inexistencia de temeridad en la acción de tutela la Corte Constitucional en sentencia T-526 de 2008 sostuvo:

“[…] En relación con la actuación temeraria el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, consagró: “Cuando sin ningún motivo expresamente justificado la misma acción de tutela sea presentada ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes (…)”.
La Corte ha señalado que para la configuración de una actuación temeraria deben presentarse los siguientes elementos: (i) Identidad de partes; (ii) identidad de causa petendi; (iii) identidad de objeto; (iv) sin motivo expresamente justificado, evento en el cual es procedente rechazar o decidir desfavorablemente la solicitud o declarar la improcedencia de la acción e imponer las sanciones correspondientes.   

No obstante lo anterior, esta Corporación  también ha manifestado, que  a pesar de confluir los elementos de identidad de partes, de causa pretendi y de objeto en acciones de tutela,  no se configuraría la temeridad si se deriva de las siguientes situaciones: (i) las condiciones del actor que lo coloca en estado de ignorancia o de especial vulnerabilidad o indefensión en que actúa por miedo insuperable o la necesidad extrema de defender sus derechos; (ii) asesoramiento equivocado de los profesionales del derecho; (iii) nuevos eventos que aparecen con posterioridad  a la acción o que se omitieron en el trámite de la misma u otra situación que no se hubiera tomado en cuenta para decidir la tutela anterior que involucra la necesidad de protección de los derechos; y (iv) en la presentación de una nueva acción ante la existencia de una sentencia de unificación de la Corte Constitucional.
                

Dentro del marco anterior, y sin perjuicio de que puedan presentarse otras situaciones, el juez constitucional debe valorar en cada caso sus singularidades, partiendo de la presunción de buena fe de la actuación de los particulares ante la administración de justicia, siempre y cuando la justificación no contraríe los principios  generales del derecho, ni los valores, ni los principios constitucionales  aplicables a cada situación,  para así adoptar la decisión más ajustada al artículo 86 de la Constitución,  que  pueden ser: (i) simple improcedencia de la acción; (ii) la adopción de una nueva decisión de fondo para la garantía efectiva y cierta de los derechos fundamentales, la prevalencia del derecho sustancial y el orden justo.
[…] De todas maneras esta excepción encuentra justificación igualmente en la invocación de la acción de tutela como un mecanismo transitorio paras evitar un perjuicio irremediable […]” -negrillas fuera de texto-

En el desarrollo del presente asunto se conoció que el señor ÁLVARO GIRALDO acudió en una primera oportunidad a la acción de tutela para que la EPS SOS procediera a entregar el medicamento “undecanoato de testosterona”, y de acuerdo con los parámetros establecidos por la Corte Constitucional, se tiene: 
(i) Se trata de la misma entidad accionada en la primera petición de amparo, es decir, la EPS SOS; por tanto, existe identidad de partes. 
(ii) Respecto a los hechos que fueron expuestos entre la acción de tutela que conoció el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples y la presente demanda, se tiene que en ambas el actor advierte que la EPS SOS no ha entregado el medicamento “undecanoato de testosterona”. Con base en esa narración, se puede advertir también identidad de causa petendi.
(iii) Por los anteriores episodios, el accionante ha solicitado por intermedio de dos acciones de tutela que la EPS SOS proceda con la entrega del ya referido medicamento, así las cosas, existe la misma pretensión material. 
(iv) Hay lugar a concluir que en el presente asunto no se presentan “nuevos hechos” que permitan al juez de tutela emitir un pronunciamiento de fondo diferente a los ya proferidos, porque si bien el actor señala que la negación por parte de la entidad es frente al año 2019, y que el pronunciamiento de Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples lo fue por la no entrega de la medicina en el año 2018, no debemos olvidar que indiferentemente del año en que ello ocurrió, se trata del mismo medicamento que debía suministrare en forma periódica hasta que la afectación en la salud del paciente cesara.
Como claramente se aprecia, aunque en principio podría concluirse que existe en verdad una acción temeraria, razón le asistió a la funcionaria de primer nivel cuando advirtió que en este asunto el señor ÁLVARO GIRALDO actuó bajo ignorancia. Y es posible determinarlo así, por cuanto el mismo actor indicó que lo que requiere en esta oportunidad es que el medicamento se entregue de manera oportuna mediante una orden de “tratamiento integral”; por tanto, no se vislumbra ningún engaño a la Administración de Justicia como quiera que el mismo accionante en la impugnación reconoció que acudió a esta acción de tutela porque no ha logrado un servicio adecuado a través de los incidentes de desacato que ha presentado ante el Juez de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples. 
De todas formas, el órgano de cierre en materia constitucional, en casos como el presente, esto es, cuando se han presentado varias acciones de tutela por un mismo asunto, ha expresado que lo que corresponde es declarar su improcedencia:
“i) que exista cosa juzgada y temeridad, por ejemplo en las circunstancias en que se interpone una acción de tutela sobre una causa decidida previamente en otro proceso de la igual naturaleza, sin que existan razones que justifiquen la nueva solicitud; ii) otras en las que haya cosa juzgada, pero no temeridad, acaece como caso típico, cuando de buena fe se interpone una segunda tutela debido a la convicción fundada que sobre la materia no ha operado el fenómeno de la cosa juzgada, acompañada de una expresa manifestación en la demanda de la existencia previa de un recurso de amparo; y iii) los casos en los cuales se configure únicamente temeridad, una muestra de ello acontece en la presentación simultánea de mala fe de dos o más solicitudes de tutela que presentan la tripe identidad a la que se ha aludido, sin que ninguna haya  hecho tránsito a cosa juzgada”.
          
En consecuencia, independientemente de la buena o mala fe en que se obró, hay lugar a declarar la improcedencia la acción de tutela toda vez que la protección que reclama el actor ya fue objeto de análisis por parte del Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples como juez de tutela, y la decisión que en su momento se adoptó ya se encuentra debidamente ejecutoriada
.
Lo anterior permite concluir que no existe razón alguna para estudiarse la viabilidad de conceder un tratamiento integral como lo pide el accionante, por las siguientes razones: Primero, por los argumentos que esgrimió la juez de primer grado, es decir, la entidad ha prestado todos los servicios médicos requeridos por el actor, incluso le programó cita con el especialista en endocrinología para que se actualizara la fórmula del medicamento. Y segundo, porque ya existe una orden de un juez constitucional, y en caso de cualquier negación que exista frente a ese medicamento el actor podrá acudir a un incidente de desacato para que se requiera a la entidad. De no lograrse el acatamiento pleno del fallo se deberán tomar las determinaciones que el juzgado considere pertinentes.
Ahora, en cuanto al reintegro del dinero que asumió el accionante para comprar de manera particular el medicamento, en realidad no se demostró sumariamente por el actor qué situación le impide acudir ante la jurisdicción ordinaria para reclamar el reembolso de los mismos, y no es suficiente con señalar que existe una afectación a su mínimo vital, porque esa sola afirmación no demuestra la existencia de un perjuicio irremediable; por tanto, es de presumirse que el otro medio de defensa judicial resulta ser eficaz e idóneo para los fines de restitución que pretende.
Por último, se acompañará lo dicho por la funcionaria del primer nivel en cuanto a la determinación adoptada frente a la SUPERSALUD, toda vez que no existe ningún elemento que determine que dicha entidad ha sido negligente en recibir y tramitar la queja que presentó el accionante contra la EPS SOS.

En ese orden de ideas, se confirmará la decisión adoptada por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) por medio de la cual declaró improcedente la acción de tutela presentada por la parte demandante.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.). 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� La Corte Constitucional en  Sentencia T-629 de 2008, señaló: […]No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”.[...]”


� Corte Constitucional Sentencia T-313 de 2005. 


� Se pueden consultar las sentencias T- 567 de 2007, Clara Inés Vargas Hernández; T- 362 de 2007, M.P. Jaime Araujo Rentaría; T-o87 de 2007, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; T- 1022 de 2006, M.P. Jaime Córdoba Triviño; T-433 de 2006, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.    


� Sentencia T-280/17


� La secretaría del Juzgado informó a la Sala que la acción de tutela fue excluida de revisión por parte de la Corte Constitucional, y su ejecutoría es de febrero 8 de 2019.
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